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Radicado número:		11001-03-15-000-2022-06728-00
Accionante:				Andrés Adolfo Ortíz Montoya
Accionado:		Tribunal Administrativo del Caquetá.
Referencia: 			Acción de tutela

Tema: tutela contra providencia judicial. 
Subtema 1: requisitos generales de la acción de tutela contra providencia judicial. 
Subtema 2: subsidiariedad. Improcedencia.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

La Sala decide en primera instancia la acción de tutela incoada por Andrés Adolfo Ortíz Montoya mediante apoderada[footnoteRef:1], en contra del Tribunal Administrativo del Caquetá. [1:  Archivo electrónico ubicado en el índice 2 del aplicativo SAMAI, identificado con certificado: 0E733F820919BC90 093B3F508A100D51 DE30F2D7656E0B6C 91B1212B0A7834CB.] 


ANTECEDENTES
1.1. Solicitud de tutela

Andrés Adolfo Ortiz Montoya presentó solicitud de tutela en la que deprecó el amparo de sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la prevalencia del derecho sustancial, al acceso a la administración de justicia, al respeto a los derechos adquiridos y a los principios de seguridad jurídica, inescindibilidad de la norma y proscripción de regresividad de los derechos de contenido prestacional, que consideró vulnerados por el Tribunal Administrativo de Caquetá con ocasión de la sentencia del 23 de junio de 2022 que profirió dentro del proceso con radicado número 18001-33-33-004-2018-00783-01.

1.2. Hechos probados del proceso ordinario

1.2.1. Andrés Adolfo Ortiz Montoya se vinculó al Ejército Nacional como soldado regular el 12 de diciembre de 2002, y como soldado profesional el 15 de agosto de 2004. Constituyó unión marital de hecho con Angélica Marín Carvajal, el 25 de abril de 2012. Le fue reconocido el subsidio familiar con vigencia fiscal a partir del 25 de junio de 2014, de conformidad con lo previsto en el Decreto 1161 del mismo año. 

El señor Ortiz Montoya presentó escrito, el 4 de diciembre de 2017, en el que solicitó el reconocimiento en su asignación salarial de la prima de actividad, y del subsidio familiar, este último, en los términos contenidos en el Decreto 1794 de 2000, desde el 25 de abril de 2012 y hasta que se retire del servicio, junto con el pago de la diferencia que resulte a partir del momento en que percibió ese subsidio en cuantía inferior. El Ministerio de Defensa Nacional negó esta última petición en Oficio 20183111528661 MDN-CGFM-COEJC-JEMGF-COPER-DIPER-1-10 del 15 de agosto de 2018, por cuanto consideró que el subsidio ya había sido reconocido al soldado a partir del 25 de junio de 2014 y que su situación estaba consolidada. 

1.2.2. En consecuencia, Andrés Adolfo Ortiz Montoya radicó demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, en contra de la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional, en la que pretendió, en particular, que se declare la nulidad del acto administrativo del 2018 que le negó el reconocimiento del subsidio familiar, y, a título de restablecimiento:

“Reajuste del SUBSIDIO FAMILIAR reconocido al Demandante en un en un 25%, cuando debió ser reconocido en un 62.5%, con fundamento en lo normado en el artículo 11 del Decreto 1794 de 2000”.

Argumentó que su derecho a la igualdad se vio vulnerado con el Decreto 3770 de 2009; que el artículo 1 del Decreto 1161 de 2014 es inconstitucional porque reconoce el subsidio familiar en una cuantía inferior a la prevista en el Decreto 1794 de 2000 que revivió con la sentencia del Consejo de Estado del 8 de junio de 2017. 

1.2.3. El asunto correspondió, por reparto, al Juzgado Cuarto Administrativo de Florencia, autoridad que, en sentencia del 29 de octubre de 2019, negó las pretensiones de la demanda. El despacho judicial sustentó su decisión, en que encontró probado que el Ministerio de Defensa Nacional reconoció el subsidio familiar de acuerdo a lo previsto en el Decreto 1161 de 2014 que era la norma aplicable en el caso concreto. En contra de la anterior decisión, la parte demandante presentó recurso de apelación.

[bookmark: _GoBack]1.2.4. En segunda instancia, el Tribunal Administrativo del Caquetá emitió sentencia, el 23 de junio de 2022, en la que revocó la decisión del 29 de octubre de 2019 únicamente en lo que respecta a las pretensiones del subsidio familiar, declaró la nulidad del acto administrativo que negó su reconocimiento, y ordenó al Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional, que pagara a favor del demandante dicho subsidio, desde el 25 de abril de 2012 hasta el 25 de junio de 2014.

El Tribunal explicó que el Gobierno Nacional estableció el subsidio familiar en el artículo 11[footnoteRef:2] del Decreto 1794 de 2000[footnoteRef:3], en una cuantía del 4% del salario básico más la prima de antigüedad. Este artículo fue derogado por el Decreto 3770 de 2009[footnoteRef:4], sin embargo, el beneficio permaneció para aquellos uniformados que lo devengaban. Luego, el Decreto 1161 de 2014[footnoteRef:5] creó de nuevo el subsidio familiar[footnoteRef:6], en una cuantía inferior. Finalmente, en sentencia del 8 de junio de 2017, la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado declaró, con efectos ex tunc, la nulidad del Decreto 3770 de 2009.  [2:  Artículo 11. Subsidio familiar. A partir de la vigencia del presente Decreto, el soldado profesional de las Fuerzas Militares casado o con unión marital de hecho vigente, tendrá derecho al reconocimiento mensual de un subsidio familiar equivalente al cuatro por ciento (4%) de su salario básico mensual más la prima de antigüedad. 
Para los efectos previstos en este artículo, el soldado profesional deberá reportar el cambio de estado civil a partir de su inicio al Comando de la Fuerza de conformidad con la reglamentación vigente”.]  [3:  “Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados de las fuerzas militares”]  [4:  “Por el cual se deroga el artículo 11 del decreto 1794 de 2000 y se dictan otras disposiciones”]  [5:  “Por el cual se crea el subsidio familiar para soldados profesionales e infantes de marina profesionales y se dictan otras disposiciones”.]  [6:  “ARTÍCULO 1º. Subsidio Familiar para soldados profesionales e infantes de marina profesionales. Créase, a partir del 1° de julio del 2014, para los soldados profesionales e infantes de marina profesionales de las Fuerzas Militares en servicio activo, que no perciben el subsidio familiar regulado en los decretos 1794 de 2000 y 3770 de 2009, un subsidio familiar que se liquidará y reconocerá mensualmente sobre su asignación básica, así:
a. Para los soldados profesionales e infantes de marina profesionales casados o con unión marital de hecho vigente, tendrán derecho a percibir por subsidio familiar el veinte por ciento (20%) de la asignación básica por la cónyuge o compañera permanente, más los porcentajes a que se pueda tener derecho por los hijos conforme al literal c. de este artículo.
b. Para los soldados profesionales e infantes de marina profesionales viudos siempre y cuando hayan quedado a cargo de los hijos habidos dentro del matrimonio o dentro de la unión marital de hecho, tendrán derecho a percibir por subsidio familiar el veinte por ciento (20%) de la asignación básica más los porcentajes a que se pueda tener derecho por los hijos conforme al literal c. del presente artículo.
c. Para los soldados profesionales e infantes de marina profesionales con hijos, tendrán derecho a percibir subsidio familiar por este concepto calculado sobre su asignación básica así: Por el primer hijo el tres por ciento (3%), por el segundo hijo el dos por ciento (2%) y el uno por ciento (1%) por el tercer hijo. En ningún caso el soldado profesional o el infante de marina profesional por este concepto podrá percibir más del seis por ciento (6%) de su asignación básica.
PARÁGRAFO 1. El subsidio familiar previsto en el presente artículo en ningún caso podrá sobrepasar el veintiséis por ciento (26%) de la asignación básica de los soldados profesionales e infantes de marina profesionales”.] 


En relación con lo reclamado consideró que, en virtud de los efectos de la sentencia emitida por el Consejo de Estado, el señor Ortiz Montoya tenía derecho al reconocimiento del subsidio familiar reglado en el Decreto 1794 de 2000, porque quedó probado que constituyó unión marital de hecho el 25 de abril de 2012. En cuanto a su liquidación, consideró: 

En consecuencia, se ordenará a la demandada Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional, reconocer y pagar a favor del actor la partida de subsidio familiar, conforme al artículo 11 del Decreto 1794 de 2.000, a partir del 25 de abril de 2.012  y hasta la fecha de entrada en vigencia del decreto 1161 de 2.014,esto es, 25 de junio de 2.014, teniendo en cuenta que, tal y como se acreditó en el plenario, dicha partida le fue reconocida de conformidad con el decreto en comento, equivalente a un 25% del salario base de liquidación, en aplicación de lo normado en su artículo 1° y a la fecha dicha decisión goza de presunción de legalidad, pues la misma no ha sido desvirtuada, por tanto los efectos jurídicos de dicho acto administrativo se mantienen incólumes. 

Se aclara que si bien al plenario no se aportó el acto administrativo con el cual le viene siendo reconocido el subsidio familiar al actor con fundamento en el decreto 1164/14, lo cierto es que a partir de su entrada en vigencia que nació para él -en su momento- el derecho a devengarlo, independientemente que lo haya podido solicitar con posterioridad”[footnoteRef:7] (La Sala subraya). [7:  Esta es una trascripción literal. Los errores, erratas, mayúsculas y énfasis forman parte del texto original.] 


1.3. Pretensiones y argumentos de tutela

1.3.1. El señor Andres Adolfo Ortiz Montoya solicitó[footnoteRef:8] al juez constitucional que ampare los derechos fundamentales que adujo vulnerados; declare la nulidad parcial de la sentencia del 23 de junio de 2022; y ordene al Tribunal Administrativo del Caquetá que profiera una nueva sentencia en la que “disponga reajustar el subsidio familiar desde el 25 de junio de 2014 hasta la fecha de retiro de la institución con fundamento en lo dispuesto en el artículo 11 del decreto 1794 de 2000”[footnoteRef:9]. [8:   Folio 2 del archivo electrónico que contiene el escrito de tutela, ubicado en el índice 2 del aplicativo SAMAI, identificado con certificado: 2233823FE40EF118 3BB238C78DAADAD4 3DAB280905F65062 2E116768AFB723AA.]  [9:  Esta es una trascripción literal. Los errores, erratas, mayúsculas y énfasis forman parte del texto original.] 


1.3.2. El tutelante afirmó que la autoridad cuestionada desconoció el carácter excluyente de las normas que regulan el subsidio familiar, pues la aplicación de lo dispuesto en el Decreto 1794 de 2000 descartaba de plano la vigencia del Decreto 1161 de 2014, circunstancias que configuraron un defecto sustantivo y la vulneración de su derecho a la igualdad. Además, expuso los siguientes argumentos:

Si bien el Tribunal dictó su decisión con fundamento en la sentencia de nulidad del 8 de junio de 2017 y ordenó que se debía reconocer el subsidio familiar a partir del 25 de abril de 2012 en los términos del artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, lo cierto es que incurrió en un error, pues dispuso que la liquidación de la prestación continuara desde el 25 de junio de 2014 conforme a lo regulado en el Decreto 1161 de 2014. Así, no tuvo en cuenta lo previsto en el parágrafo 3 del artículo 1 de la misma norma, que tiene el siguiente tenor:

“Parágrafo. Los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales de las Fuerzas Militares que estén percibiendo el subsidio familiar previsto en los Decretos 1794 de 2000 y 3770 de 2009, no tendrán derecho a percibir el subsidio familiar que se crea en el presente decreto”.

En ese orden, adujo que el Tribunal no podía disponer que el pago continuara en los términos en que había sido reconocido en el 2014, porque es regresivo frente a los derechos prestacionales del beneficiario y dado que los Decretos 1794 de 2000 y 1161 de 2014 son excluyentes entre sí. En ese sentido, el subsidio familiar debió ser reliquidado en su totalidad en los términos contenidos en la normativa con la que adquirió el derecho desde el 2012, en un porcentaje del 62.5%. 

Finalmente, estimó vulnerado su derecho a la igualdad, “en dos escenarios, el primero de ellos en la situación del accionante frente a los soldados que se les reconoció el subsidio familiar bajo lo dispuesto en el artículo 11 del decreto 1794 de 2000 y lo devengan bajo tal regulación hasta la fecha de su retiro, y el segundo escenario respecto a la situación del accionante frente a los soldados profesionales a quienes en virtud de la sentencia de nulidad del 8 de junio de 2017 se les reconoció vía judicial el subsidio familiar desde la fecha de consolidación objetiva hasta la fecha de retiro de la institución”[footnoteRef:10]. [10:  Folio 8 del archivo electrónico que contiene el escrito de tutela, ubicado en el índice 2 del aplicativo SAMAI, identificado con certificado: 2233823FE40EF118 3BB238C78DAADAD4 3DAB280905F65062 2E116768AFB723AA. Esta es una trascripción literal. Los errores, erratas, mayúsculas y énfasis forman parte del texto original.] 


1.4. Trámite de tutela e intervenciones 

1.4.1. El Despacho del magistrado ponente, con auto del 16 de diciembre de 2022[footnoteRef:11], admitió la acción, vinculó al Juzgado Cuarto Administrativo Oral del Circuito de Florencia, a la Nación, Ministerio de Defensa, Ejército Nacional y a los demás sujetos que hubieren participado en el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho con número de radicado 18001-33-33-004-2018-00783-00/01.  [11:  Archivo electrónico ubicado en el índice 4 del aplicativo SAMAI, identificado con certificado: CD2623019712DDBD 38B41FA16456186E 52B60EE80D1E4774 9D12D83B5DF59457.] 


En el mismo proveído solicitó el expediente digital del proceso ordinario, reconoció personería al apoderado de la parte accionante y suspendió los términos de la acción hasta tanto se diera cumplimiento a lo ordenado.

El Ministerio de Defensa Nacional contestó que la solicitud no cumple con los requisitos de procedibilidad para su estudio dado que, el accionante no presentó argumentos respecto de la presunta vulneración de los derechos fundamentales invocados por lo que, solicitó negar las pretensiones de la acción y declararla improcedente.

II. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para decidir la presente acción de tutela, en virtud de lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Nacional y en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991.

2.2. Procedibilidad de la acción

Como lo ha establecido la jurisprudencia constitucional y particularmente la sistematización realizada en la sentencia C-590 de 2005, en los casos en que la solicitud de amparo se dirige contra una providencia judicial, es pertinente realizar,  primero, un examen de procedibilidad general[footnoteRef:12] para, luego, en caso de resultar superado dicho estudio, pasar a hacer el pronunciamiento de fondo en el que se resuelva el problema jurídico, en los términos de los defectos aducidos por el accionante conforme a las causales específicas de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial[footnoteRef:13].  [12:  Antes que todo es necesario (i) verificar la legitimación en la causa como una exigencia preliminar en cualquier acción de amparo, para, posteriormente, pasar a constatar los demás requisitos generales de procedibilidad, en los siguientes términos: (ii) que en la solicitud de tutela se expresen de manera clara los hechos y los fundamentos de la afectación de derechos que se imputa a la decisión judicial; (iii) que la cuestión que se discute tenga relevancia constitucional; (iv) que previo a la solicitud de tutela se hayan agotado todos los medios de defensa judicial con los que cuenta la persona afectada; (v) que se cumpla con el principio de inmediatez; (vi) que en caso de que se alegue una irregularidad procesal, la misma tenga la entidad de afectar la decisión; y de manera general, (vii) no procede elevar una solicitud de amparo contra decisiones proferidas dentro de procesos de tutela.]  [13:  Las causales específicas de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial se concretan en los defectos o errores en que puede incurrir la decisión cuestionada, de modo que, si en una decisión judicial se presenta alguna de las causales específicas, podrá ser razón suficiente para el amparo constitucional. A saber:   
a) Defecto orgánico, que se presenta cuando el juez carece de competencia; b) defecto procedimental, que ocurre cuando la autoridad judicial actuó al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, esto es, cuando el juez no tuvo en cuenta el material de prueba obrante en el expediente para proferir decisión; d) defecto material o sustantivo, el que se origina en el evento en que se decida con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, en contravía de ellas, o existe una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; e) error inducido, cuando la autoridad judicial es víctima de engaño por terceros y el mismo lo condujo a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales; f) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; g) desconocimiento del precedente constitucional, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance y h) violación directa de la Constitución Política, cuando los jueces desconocen la aplicación de la Ley Fundamental, conforme al mandato consagrado en el artículo 4º de la Carta Política que antepone de manera preferente la aplicación de sus postulados.] 

2.3. La Sala encuentra acreditada la legitimación en la causa por activa, porque el accionante es el titular de los derechos que afirma son vulnerados, en su condición de parte demandante dentro del proceso ordinario en el que fue proferida la providencia objeto de tutela, y, por lo tanto, en caso de configurarse los defectos alegados, resultaría afectado en relación con sus garantías al debido proceso y acceso a la administración de justicia.

También está probada la legitimación en la causa por pasiva porque el Tribunal Administrativo del Caquetá profirió la providencia que, según el tutelante, vulneró sus derechos fundamentales. 

2.4. Subsidiariedad

Uno de los requisitos de procedibilidad es la subsidiariedad, que impide que la acción de tutela se use como un mecanismo principal, alternativo o supletorio de los mecanismos ordinarios que el legislador tiene previsto para controvertir las decisiones judiciales, con el fin de: (i) prevenir la intromisión indebida de una autoridad distinta a la que adelanta el proceso ordinario; (ii) que no se alteren o sustituyan de manera fraudulenta los mecanismos de defensa diseñados por el Legislador; y (iii) que los ciudadanos observen un mínimo de diligencia en la gestión de sus asuntos, pues no es esta la forma de enmendar deficiencias, errores o descuidos, ni de recuperar oportunidades vencidas al interior de un proceso judicial[footnoteRef:14].   [14:  Corte Constitucional. Sentencia T-017 de 2012.] 


En la sentencia T-396 del 2014, la Corte Constitucional delimitó los siguientes tres eventos que hacen improcedente la tutela contra providencia judicial por no superar el requisito de subsidiariedad: 

“(i) cuando el asunto está en trámite; (ii) en el evento en que no se han agotado los medios de defensa judicial ordinarios y extraordinarios; y (iii) si se usa para revivir etapas procesales en donde se dejaron de emplear los recursos previstos en el ordenamiento jurídico”.

Así, un riguroso estudio de este requisito evita que la tutela sea utilizada para controvertir situaciones jurídicas consolidadas que tuvieron su oportunidad de ser discutidas ante el juez natural.

2.4.1. Caso concreto

En el caso bajo estudio, Andrés Adolfo Ortiz Montoya formuló solicitud de amparo constitucional porque consideró que la sentencia del 23 de junio de 2022 vulneró sus derechos fundamentales, debido a que ordenó el reconocimiento del subsidio familiar, en los términos pretendidos en su escrito de demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, desde que constituyó unión marital de hecho hasta el 25 de junio de 2014. 

Como argumentos de tutela, el accionante planteó que los Decretos 1794 de 2000 y 1161 de 2014 son excluyentes entre sí, y que, con ocasión de los efectos ex tunc de la sentencia que declaró la nulidad del Decreto 3770 de 2009, el Tribunal debió ordenar la liquidación de la prestación desde que adquirió el derecho el 25 de abril de 2012 hasta la fecha de su retiro, con fundamento en la primera norma mencionada, pues de lo contrario, resultaba vulnerado su derecho a la igualdad y se generaba la regresividad de sus derechos prestacionales.

Para verificar si los cargos superan el requisito de subsidiariedad, es preciso tener en cuenta que el señor Ortiz Montoya solicitó, en sede administrativa, el pago del subsidio familiar en los términos previstos en el Decreto 1794 de 2000, desde el 25 de abril de 2012, y de la diferencia resultante por lo percibido por tal concepto en cuantía inferior; y que, en la demanda ordinaria, formuló como pretensiones la nulidad del acto administrativo 20183111528661 MDN-CGFM-COEJC-JEMGF-COPER-DIPER-1-10 del 15 de agosto de 2018 que negó el reconocimiento y reliquidación de la referida prestación.

Además, es necesario denotar que, el actor no pidió en ese escenario judicial y bajo el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, que se declarara la nulidad del acto administrativo mediante el cual el Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional, le reconoció el subsidio familiar con vigencia fiscal a partir del 25 de junio de 2014 de conformidad con lo previsto en el Decreto 1161 del mismo año. 

De lo expuesto, la Sala observa que si bien los argumentos de tutela plantean la posible configuración de un defecto sustantivo en la sentencia del 23 de junio de 2022 por desconocimiento de la incompatibilidad normativa que hay entre el subsidio familiar previsto en el Decreto 1794 de 2000 y en el Decreto 1161 de 2014, lo cierto es que, en el caso concreto, ese reparo se traduce forzosamente en un cargo directo en contra del acto administrativo que en 2014 le reconoció la prestación al señor Ortiz Montoya bajo el marco jurídico existente en ese momento, y, por lo tanto, en desconocer sus efectos jurídicos. 

En consecuencia, si Andrés Adolfo Ortiz Montoya consideraba que no eran compatibles las mencionadas normas, debió solicitar en la demanda que interpuso en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la nulidad del acto administrativo que le reconoció el subsidio familiar con fundamento en el Decreto 1161 de 2014, y las razones por las cuales estima se encuentra viciado de nulidad o que su aplicación resulta abiertamente inconstitucional. 

Ahora bien, la Sala no pasa por alto que, pese a que el Tribunal Administrativo del Caquetá explicó en la sentencia del 23 de junio de 2022 que no fue desvirtuada la presunción de legalidad del mencionado acto administrativo y que sus efectos jurídicos se mantenían incólumes, el accionante no presentó argumentos en el escrito de tutela dirigidos a sostener que no era necesario solicitar su nulidad, o que sí lo hizo. 

En conclusión, dado que Andrés Adolfo Ortiz Montoya no agotó los mecanismos de defensa judicial previstos en el ordenamiento jurídico para controvertir el acto administrativo que le reconoció el subsidio familiar de conformidad con el Decreto 1161 de 2014, la tutela no supera el requisito de subsidiariedad y procede declarar su improcedencia. 

III.DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la solicitud de amparo presentada por Andrés Adolfo Ortiz Montoya en contra del Tribunal Administrativo del Caquetá por los motivos expuestos en las consideraciones de esta providencia

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto Ley 2591 de 1991.

TERCERO: REMITIR la presente providencia, si no fuere impugnada, a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,


	NICOLÁS YEPES CORRALES
Presidente de Sala


	JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS
Magistrado

	GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE
Magistrado
Aclaración de voto Cfr. Rad. 11001-03-15-000-2019-00022-00
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Accionante:


 


 


 


Andrés


 


Adolfo Ortíz Montoya


 


Accionado:


 


 


Tribunal Administrativo del Caquetá


.


 


Referencia: 


 


 


 


Acción de tutela


 


 


Tema


:


 


t


utela contra providencia judicial. 


 


Subtema 1


:


 


r


equisitos generales de la acción de tutela contra providencia judicial. 


 


Subtema 2


:


 


subsidiariedad


.


 


Improcedencia.


 


 


SENTENCIA DE 


PRIMERA


 


INSTANCIA


 


 


La Sala decide en primera instancia la acción de tutela in


coada


 


por 


Andrés Adolfo 


Ortíz Montoya


 


mediante apoderad


a


1


, 


en contra de


l Tribunal Administrativo del 


Caquetá.


 


 


I.


 


ANTECEDENTES


 


1.1. 


Solicitud de tutela


 


 


Andrés Adolfo Ortiz Montoya 


presentó solicitud de tutela en la que 


deprecó el 


amparo de sus derechos fundamentales a la igualdad, 


a


l debido proceso, 


a la 


prevalencia del derecho sustancial, 


al


 


acceso a la administración de justicia, 


al


 


respeto a los derechos adquiridos y a los principios de seguridad jurídica, 


inescindibilidad de la norma y proscripción de regresividad de los derechos de 


contenido prestacional, 


que consideró 


vulnerados


 


por el 


Tribunal Administrativo de 


Caquetá 


con ocasión de la sentencia del 23 de junio de 2022 


que profirió


 


dentro del 


proceso con radicado número 18001


-


33


-


33


-


004


-


2018


-


00783


-


01.


 


 


1.2.


 


Hechos


 


probados del proceso ordinario


 


 


1.2.


1


.


 


Andrés Adolfo Ortiz Montoya


 


s


e vincul


ó


 


al Ejército Nacional como


 


soldado


 


regular


 


el 12 de


 


diciembre de 2002, y como 


soldado profesional


 


el 15 de agosto de 


2004. 


Constituyó


 


unión marital de hecho 


con 


Angélica Marín Carvajal


,


 


el 25 de abril 


de 2012. 


Le fue reconocido el subsidio familiar


 


con vigencia fiscal a partir del 


25 de 


junio de 2014


, de conformidad con lo previsto en el Decreto 1161 de


l mismo año


. 


 


 


El señor Ortiz Montoya p


resentó escrito


,


 


el 4 de diciembre de 2017


,


 


en el que solicitó


 


el reconocimiento 


en su asignación salarial de la prima de actividad, y


 


del subsi


dio 


familiar


, este último,


 


en los términos contenidos en el Decreto 1794 de 2000


,


 


desde 


el 25 de abril de 2012


 


y


 


hasta que se retir


e


 


del servicio


, junto con el pago de la 


diferen


cia que resulte 


a partir del momento en que percibió ese subsidio en cuantía 


inferior


. 


El Ministerio de Defensa Nacional


 


negó 


esta última


 


petición en O


ficio 


20183111528661 MDN


-


CGFM


-


COEJC


-


JEMGF


-


COPER


-


DIPER


-


1


-


10 del 15 de 


agosto de 2018


, por cuanto


 


consideró que


 


el


 


subsidio ya había sido reconocido


 


al 


soldado


 


a partir del 25 de junio


 


de 2014


 


y


 


que


 


su


 


situación estaba consolidada


. 
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MAGISTRADO PONENTE: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS 

 

Bogotá D.C., diez (10) de febrero de dos mil veintitrés (2023). 

 

Radicado número:  11001-03-15-000-2022-06728-00 

Accionante:   Andrés Adolfo Ortíz Montoya 

Accionado:  Tribunal Administrativo del Caquetá. 

Referencia:    Acción de tutela 

 

Tema: tutela contra providencia judicial.  

Subtema 1: requisitos generales de la acción de tutela contra providencia judicial.  

Subtema 2: subsidiariedad. Improcedencia. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

La Sala decide en primera instancia la acción de tutela incoada por Andrés Adolfo 

Ortíz Montoya mediante apoderada

1

, en contra del Tribunal Administrativo del 

Caquetá. 

 

I. ANTECEDENTES 

1.1. Solicitud de tutela 

 

Andrés Adolfo Ortiz Montoya presentó solicitud de tutela en la que deprecó el 

amparo de sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la 

prevalencia del derecho sustancial, al acceso a la administración de justicia, al 

respeto a los derechos adquiridos y a los principios de seguridad jurídica, 

inescindibilidad de la norma y proscripción de regresividad de los derechos de 

contenido prestacional, que consideró vulnerados por el Tribunal Administrativo de 

Caquetá con ocasión de la sentencia del 23 de junio de 2022 que profirió dentro del 

proceso con radicado número 18001-33-33-004-2018-00783-01. 

 

1.2. Hechos probados del proceso ordinario 

 

1.2.1. Andrés Adolfo Ortiz Montoya se vinculó al Ejército Nacional como soldado 

regular el 12 de diciembre de 2002, y como soldado profesional el 15 de agosto de 

2004. Constituyó unión marital de hecho con Angélica Marín Carvajal, el 25 de abril 

de 2012. Le fue reconocido el subsidio familiar con vigencia fiscal a partir del 25 de 

junio de 2014, de conformidad con lo previsto en el Decreto 1161 del mismo año.  

 

El señor Ortiz Montoya presentó escrito, el 4 de diciembre de 2017, en el que solicitó 

el reconocimiento en su asignación salarial de la prima de actividad, y del subsidio 

familiar, este último, en los términos contenidos en el Decreto 1794 de 2000, desde 

el 25 de abril de 2012 y hasta que se retire del servicio, junto con el pago de la 

diferencia que resulte a partir del momento en que percibió ese subsidio en cuantía 

inferior. El Ministerio de Defensa Nacional negó esta última petición en Oficio 

20183111528661 MDN-CGFM-COEJC-JEMGF-COPER-DIPER-1-10 del 15 de 

agosto de 2018, por cuanto consideró que el subsidio ya había sido reconocido al 

soldado a partir del 25 de junio de 2014 y que su situación estaba consolidada.  
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